
Artículo 9 

1. La ley personal correspondiente a las personas físicas es la determinada por su nacionalidad. Dicha ley 
regirá la capacidad y el estado civil, los derechos y deberes de familia y la sucesión por causa de muerte.  

El cambio de ley personal no afectará a la mayoría de edad adquirida de conformidad con la ley personal 
anterior. 

2. Los efectos del matrimonio se regirán por la ley personal común de los cónyuges al tiempo de contraerlo; 
en defecto de esta ley, por la ley personal o de la residencia habitual de cualquiera de ellos, elegida por 
ambos en documento auténtico otorgado antes de la celebración del matrimonio; a falta de esta elección, por 
la ley de la residencia habitual común inmediatamente posterior a la celebración, y, a falta de dicha residencia, 
por la del lugar de celebración del matrimonio. 

La nulidad, la separación y el divorcio se regirán por la ley que determina el artículo 107. (Párrafo modificado 
por la LO 11/2003, de 29 de septiembre) 

3. Los pactos o capitulaciones por los que se estipule, modifique o sustituya el régimen económico del 
matrimonio serán válidos cuando sean conformes bien a la ley que rija los efectos del matrimonio, bien a la ley 
de la nacionalidad o de la residencia habitual de cualquiera de las partes al tiempo del otorgamiento. 

4. El carácter y contenido de la filiación, incluida la adoptiva y las relaciones paterno-filiales, se regirán por la 
Ley personal del hijo y si no pudiera determinarse ésta, se estará a la de la residencia habitual del hijo.  

5.La adopción internacional se regirá por las normas contenidas en la Ley de Adopción Internacional. 
Igualmente, las adopciones constituidas por autoridades extranjeras surtirán efectos en España con arreglo a 
las disposiciones de la citada Ley de Adopción Internacional. (Apartado modificado por Ley 54/2007, de 28 
de diciembre. BOE 29-12-2007) 

6. La tutela y las demás instituciones de protección del incapaz se regularán por la Ley nacional de éste. Sin 
embargo, las medidas provisionales o urgentes de protección se regirán por la ley de su residencia habitual. 

Las formalidades de constitución de la tutela y demás instituciones de protección en que intervengan 
autoridades judiciales o administrativas españolas se sustanciarán, en todo caso, con arreglo a la ley 
española. 

Será aplicable la ley española para tomar las medidas de carácter protector y educativo respecto de los 
menores o incapaces abandonados que se hallen en territorio español. 

7. El derecho a la prestación de alimentos entre parientes habrá de regularse por la ley nacional común del 
alimentista y del alimentante. No obstante se aplicará la ley de la residencia habitual de la persona que los 
reclame cuando ésta no pueda obtenerlos de acuerdo con la ley nacional común. En defecto de ambas leyes, 
o cuando ninguna de ellas permita la obtención de alimentos, se aplicará la ley interna de la autoridad que 
conoce de la reclamación. 

En caso de cambio de la nacionalidad común o de la residencia habitual del alimentista, la nueva ley se 
aplicará a partir del momento del cambio. 

8. La sucesión por causa de muerte se regirá por la ley nacional del causante en el momento de su 
fallecimiento, cualesquiera que sean la naturaleza de los bienes y el país dónde se encuentren. Sin embargo, 
las disposiciones hechas en testamento y los pactos sucesorios ordenados conforme a la ley nacional del 
testador o del disponente en el momento de su otorgamiento conservarán su validez, aunque sea otra ley que 
rija la sucesión, si bien las legítimas se ajustarán, en su caso, a esta última. Los derechos que por ministerio 
de la ley se atribuyan al cónyuge supérstite se regirán por la misma ley que regule los efectos del matrimonio, 
a salvo siempre las legítimas de los descendientes.  

9. A los efectos de este capítulo, respecto de las situaciones de doble nacionalidad previstas en las leyes 
españolas se estará a lo que determinen los tratados internacionales, y, si nada estableciesen, será preferida 
la nacionalidad coincidente con la última residencia habitual y, en su defecto, la última adquirida. 



Prevalecerá en todo caso la nacionalidad española del que ostente además otra no prevista en nuestras leyes 
o en los tratados internacionales. Si ostentare dos o más nacionalidades y ninguna de ellas fuera la española, 
se estará a lo que establece el apartado siguiente. 

10. Se considera como ley personal de los que carecieren de nacionalidad o la tuvieren indeterminada, la ley 
del lugar de su residencia habitual.  

11. La ley personal correspondiente a las personas jurídicas es la determinada por su nacionalidad y regirá en 
todo lo relativo a capacidad, constitución, representación, funcionamiento, transformación, disolución y 
extinción. 

En la fusión de sociedades de distinta nacionalidad se tendrán en cuenta las respectivas leyes personales. 

(…) 

CAPÍTULO IX. DE LOS EFECTOS COMUNES A LA NULIDAD, SEPARACIÓN Y DIVORCIO  

Artículo 90.  

El convenio regulador a que se refieren los artículos 81 y 86 de este Código deberá contener, al menos, los 
siguientes extremos: (Párrafo modificado por Ley 15/2005, de 8 de julio) 

a) El cuidado de los hijos sujetos a la patria potestad de ambos, el ejercicio de ésta y, en su caso, el régimen 
de comunicación y estancia de los hijos con el progenitor que no viva habitualmente con ellos. (Apartado 
modificado por Ley 15/2005, de 8 de julio) 

b.- Si se considera necesario, el régimen de visitas y comunicación de los nietos con sus abuelos, teniendo en 
cuenta, siempre, el interés de aquéllos. (Párrafo añadido por la Ley 42/2003, de 21 de noviembre). 

c.- La atribución del uso de la vivienda y ajuar familiar.  

d.-La contribución a las cargas del matrimonio y alimentos, así como sus bases de actualización y garantías, 
en su caso.  

e.-La liquidación, cuando proceda, del régimen económico del matrimonio.  

f.-La pensión que, conforme al artículo 97, correspondiere satisfacer, en su caso, a uno de los cónyuges.  

Los acuerdos de los cónyuges, adoptados para regular las consecuencias de la nulidad, separación o divorcio 
serán aprobados por el juez, salvo si son dañosos para los hijos o gravemente perjudiciales para uno de los 
cónyuges. Si las partes proponen un régimen de visitas y comunicación de los nietos con los abuelos, el juez 
podrá aprobarlo previa audiencia de los abuelos en la que éstos presten su consentimiento. La denegación de 
los acuerdos habrá de hacerse mediante resolución motivada y en este caso los cónyuges deben someter a la 
consideración del juez nueva propuesta para su aprobación, si procede. Desde la aprobación judicial, podrán 
hacerse efectivos por la vía de apremio. (Párrafo modificado por la Ley 42/2003, de 21 de noviembre). 

Las medidas que el Juez adopte en defecto de acuerdo o las convenidas por los cónyuges, podrán ser 
modificadas judicialmente o por nuevo convenio cuando se alteren sustancialmente las circunstancias.  

El Juez podrá establecer las garantías reales o personales que requiera el cumplimiento del convenio.  

(…) 

Artículo 103.  

Admitida la demanda, el Juez, a falta de acuerdo de cónyuges aprobado judicialmente, adoptará, con 
audiencia de estos las medidas siguientes:  



1ª Determinar, en interés de los hijos, con cuál de los cónyuges han de quedar los sujetos a la patria potestad 
de ambos y tomar las disposiciones apropiadas de acuerdo con lo establecido en este Código y, en particular, 
la forma en que el cónyuge que no ejerza la guarda y custodia de los hijos podrá cumplir el deber de velar por 
éstos y el tiempo, modo y lugar en que podrá comunicar con ellos y tenerlos en su compañía. (Parrafo 
modificado por Ley 15/2005, de 8 de julio).  

Excepcionalmente, los hijos podrán ser encomendados a los abuelos, parientes u otras personas que así lo 
consintieren y, de no haberlos, a una institución idónea, confiriéndoseles las funciones tutelares que ejercerán 
bajo la autoridad del juez. (Párrafo modificado por la Ley 42/2003, de 21 de noviembre). 

Cuando exista riesgo de sustracción del menor por alguno de los cónyuges o por terceras personas podrán 
adoptarse las medidas necesarias y, en particular, las siguientes: 

a) Prohibición de salida del territorio nacional, salvo autorización judicial previa. 
b) Prohibición de expedición del pasaporte al menor o retirada del mismo si ya se hubiere expedido. 
c) Sometimiento a autorización judicial previa de cualquier cambio de domicilio del menor 

Regla primera modificada por Ley orgánica 9/2002. 

1. Determinar, teniendo en cuenta el interés familiar más necesitado de protección, cuál de los 
cónyuges ha de continuar en el uso de la vivienda familiar y asimismo, previo inventario, los bienes y 
objetos del ajuar que continuarán en ésta y los que se ha de llevar el otro cónyuge, así como 
también las medidas cautelares convenientes para conservar el derecho de cada uno 
. 

2. Fijar la contribución de cada cónyuge a las cargas del matrimonio, incluidas, si procede, las litis 
expensas, establecer las bases para la actualización de cantidades y disponer las garantías, 
depósitos, retenciones u otras medidas cautelares convenientes, a fin de asegurar la efectividad de 
lo que por estos conceptos un cónyuge haya de abonar al otro. 

Se considerará contribución a dichas cargas el trabajo que uno de los cónyuges dedicara a la atención 
de los hijos comunes sujetos a patria potestad.  

3. Señalar, atendidas las circunstancias, los bienes gananciales que, previo inventario, se hayan de 
entregar a uno u otro cónyuge y las reglas que deban observar en la administración y disposición, 
así como en la obligatoria rendición de cuentas sobre los bienes comunes o parte de ellos que 
reciban y los que adquieran en lo sucesivo. 

4. Determinar, en su caso, el régimen de administración y disposición de aquellos bienes privativos que 
por capitulaciones o escritura pública estuvieran especialmente afectados a las cargas del 
matrimonio. 

(…) 

 
TÍTULO VI. DE LOS ALIMENTOS ENTRE PARIENTES  

Artículo 142.  

Se entiende por alimentos todo lo que es indispensable para el sustento, habitación, vestido y asistencia 
médica.  

Los alimentos comprenden también la educación e instrucción del alimentista mientras sea menor de edad y 
aun después cuando no haya terminado su formación por causa que no le sea imputable.  

Entre los alimentos se incluirán los gastos de embarazo y parto. en cuanto no estén cubiertos de otro modo.  

Artículo 143.  

Están obligados recíprocamente a darse alimentos en toda la extensión que señala el artículo precedente:    



1. Los cónyuges. 
2. Los ascendientes y descendientes. 

Los hermanos sólo se deben los auxilios necesarios para la vida cuando los necesiten por cualquier causa que no 
sea imputable al alimentista, y se extenderán en su caso a los que precisen para su educación.  

Artículo 144.  

La reclamación de alimentos cuando proceda y sean dos o más los obligados a prestarlos, se hará por el 
orden siguiente:    

1. Al cónyuge. 
2. A los descendientes de grado más próximo. 
3. A los ascendientes, también de grado más próximo. 
4. A los hermanos, pero estando obligados en ultimo lugar los que sólo sean uterinos o consanguíneos. 

Entre los descendientes y ascendientes se regulará la gradación por el orden en que sean llamados a la sucesión 
legítima de la persona que tenga derecho a los alimentos.  

Artículo 145.  

Cuando recaiga sobre dos o más personas la obligación dar alimentos, se repartirá entre ellas el pago de la 
pensión en cantidad proporcional a su caudal respectivo.  

Sin embargo, en caso de urgente necesidad y por circunstancias especiales, podrá el Juez obligar a una sola 
de ellas a que los preste provisionalmente, sin perjuicio de su derecho a reclamar de los demás obligados la 
parte que les corresponda.  

Cuando dos o más alimentistas reclamaren a la vez alimentos de una misma persona obligada legalmente a 
darlos, y ésta no tuviere fortuna bastante para atender a todos, se guardará el orden establecido en el artículo 
anterior, a no ser que los alimentistas concurrentes fuesen el cónyuge y un hijo sujeto a la patria potestad, en 
cuyo caso éste será preferido a aquél.  

Artículo 146.  

La cuantía de los alimentos será proporcionada al caudal o medios de quien los da y a las necesidades de 
quien los recibe.  

Artículo 147.  

Los alimentos, en los casos a que se refiere el anterior, se reducirán o aumentarán proporcionalmente según 
el aumento o disminución que sufran las necesidades del alimentista y la fortuna del que hubiere de 
satisfacerlos.  

Artículo 148.  

La obligación de dar alimentos será exigible desde que los necesitare, para subsistir, la persona que tenga 
derecho a percibirlos pero no se abonarán sino desde la fecha en que se interponga la demanda.  

Se verificará el pago por meses anticipados, y, cuando fallezca el alimentista, sus herederos no estarán 
obligados a devolver lo que éste hubiese recibido anticipadamente.  

El Juez, a petición del alimentista o del Ministerio Fiscal, ordenará con urgencia las medidas cautelares 
oportunas para asegurar los anticipos que haga una entidad pública u otra persona y proveer a las futuras 
necesidades.  

Artículo 149.  

El obligado a prestar alimentos podrá, a su elección, satisfacerlos, o pagando la pensión que se fije, o 
recibiendo y manteniendo en su propia casa al que tiene derecho a ellos.  



Esta elección no será posible en cuanto contradiga la situación de convivencia determinada para el alimentista 
por las normas aplicables o por resolución judicial. También podrá ser rechazada cuando concurra justa causa 
o perjudique el interés del alimentista menor de edad.  

Artículo 150.  

La obligación de suministrar alimentos cesa con la muerte del obligado, aunque los prestase en cumplimiento 
de una sentencia firme.  

Artículo 151.  

No es renunciable ni transmisible a un tercero el derecho a los alimentos. Tampoco pueden compensarse con 
lo que el alimentista deba al que ha de prestarlos.  

Pero podrán compensarse y renunciarse las pensiones alimenticias atrasadas, y transmitirse a título oneroso 
o gratuito el derecho a demandarlas.  

Artículo 152.  

Cesará también la obligación de dar alimentos:    

1. Por muerte del alimentista. 
2. Cuando la fortuna del obligado a darlos se hubiere reducido hasta el punto de no poder satisfacerlos 

sin desatender sus propias necesidades y las de su familia. 
3. Cuando el alimentista pueda ejercer un oficio, profesión o industria, o haya adquirido un destino o 

mejorado de fortuna, de suerte que no le sea necesaria la pensión alimenticia para su subsistencia. 
4. Cuando el alimentista, sea o no heredero forzoso, hubiere cometido alguna falta de las que dan 

lugar a la desheredación. 
5. Cuando el alimentista sea descendiente del obligado a dar alimentos y la necesidad de aquél 

provenga de mala conducta o de falta de aplicación al trabajo, mientras subsista esta causa. 

Artículo 153.  
Las disposiciones que preceden son aplicables a los demás casos en que por este Código, por testamento o 
por pacto se tenga derecho a alimentos, salvo lo pactado, lo ordenado por el testador o lo dispuesto por la ley 
para el caso especial de que se trate.    

TÍTULO VII. DE LAS RELACIONES PATERNO-FILIALES  

CAPÍTULO PRIMERO. DISPOSICIONES GENERALES  

Artículo 154. (Artículo modificado por Ley 54/2007, de 28 de diciembre. BOE 29-12-2007)  

Los hijos no emancipados están bajo la potestad de los padres. 

La patria potestad se ejercerá siempre en beneficio de los hijos, de acuerdo con su personalidad, y con 
respeto a su integridad física y psicológica. 

Esta potestad comprende los siguientes deberes y facultades: 

1º Velar por ellos, tenerlos en su compañía, alimentarlos, educarlos y procurarles una formación integral. 

2º Representarlos y administrar sus bienes. 

Si los hijos tuvieren suficiente juicio deberán ser oídos siempre antes de adoptar decisiones que les afecten. 

Los padres podrán, en el ejercicio de su potestad, recabar el auxilio de la autoridad. 



Artículo 155.  

La patria potestad se ejercerá siempre en beneficio de los hijos de acuerdo con su personalidad, y comprende 
los siguientes deberes y facultades:    

1. Velar por ellos, tenerlos en su compañía, alimentarlos, educarlos y procurarles una formación 
integral. 

2. Representarlos y administrar sus bienes. 

Si los hijos tuvieren suficiente juicio deberán ser oídos siempre antes de adoptar decisiones que les afecten.  
Los padres podrán en el ejercicio de su potestad recabar el auxilio de la autoridad. Podrán también corregir 
razonable y moderadamente a los hijos.  

Artículo 155.  

Los hijos deben:    

1. Obedecer a sus padres mientras permanezcan bajo su potestad y respetarles siempre. 
2. Contribuir equitativamente, según sus posibilidades, al levantamiento de las cargas de la familia 

mientras convivan con ella. 

Artículo 156.  
La patria potestad se ejercerá conjuntamente por ambos progenitores o por uno solo con el consentimiento 
expreso o tácito del otro. Serán válidos los actos que realice uno de ellos conforme al uso social y a las 
circunstancias, o en situaciones de urgente necesidad.  

En caso de desacuerdo, cualquiera de los dos podrá acudir al Juez quien, después de oír a ambos y al hijo si 
tuviera suficiente juicio y, en todo caso, si fuera mayor de doce años, atribuirá sin ulterior recurso la facultad 
de decidir al padre o a la madre. Si los desacuerdos fueran reiterados, o concurriera cualquier otra causa que 
entorpezca gravemente el ejercicio de la patria potestad, podrá atribuirla total o parcialmente a uno de los 
padres o distribuir entre ellos sus funciones. Esta medida tendrá vigencia durante el plazo que se fije, que no 
podrá nunca exceder de dos años.  

En los supuestos de los párrafos anteriores, respecto de terceros de buena fe, se presumirá que cada uno de 
los progenitores actúa en el ejercicio ordinario de la patria potestad con el consentimiento del otro.  

En defecto o por ausencia, incapacidad o imposibilidad de uno los padres, la patria potestad será ejercida 
exclusivamente por el otro.  

Si los padres viven separados la patria potestad se ejercerá por aquel con quien el hijo conviva. Sin embargo 
el juez, a solicitud fundada del otro progenitor, podrá, en interés del hijo, atribuir al solicitante la patria potestad 
para que la ejerza conjuntamente con el otro progenitor, o distribuir entre el padre y la madre las funciones 
inherentes a su ejercicio.  

Artículo 157.  

El menor no emancipado ejercerá la patria potestad sobre sus hijos con la asistencia de sus padres, y a falta 
de ambos, de su tutor, en casos de desacuerdo o imposibilidad, con la del Juez.  

Artículo 158.  

El Juez, de oficio o a instancia del propio hijo, de cualquier pariente o del Ministerio Fiscal, dictará:    

1. Las medidas convenientes para asegurar la prestación de alimentos y proveer a las futuras 
necesidades del hijo, en caso de incumplimiento de este deber, por sus padres. 

2. Las disposiciones apropiadas a fin de evitar a los hijos perturbaciones dañosas en los casos de 
cambio de titular de la potestad de guarda. 

3. Las medidas necesarias para evitar la sustracción de los hijos menores por alguno de los 
progenitores o por terceras personas y, en particular, las siguientes: 



a) Prohibición de salida del territorio nacional, salvo autorización judicial previa. 

b) Prohibición de expedición del pasaporte al menor o retirada del mismo si ya se hubiere expedido. 

c) Sometimiento a autorización judicial previa de cualquier cambio de domicilio del menor». 

4. En general, las demás disposiciones que considere oportunas, a fin de apartar al menor de un 
peligro o de evitarle perjuicios. 

Todas estas medidas podrán adoptarse dentro de cualquier proceso civil o penal o bien en un procedimiento 
de jurisdicción voluntaria.  

Artículo 159.  

Si los padres viven separados y no decidieren de común acuerdo, el Juez decidirá, siempre en beneficio de 
los hijos, al cuidado de qué progenitor quedarán los hijos menores de edad. El Juez oirá, antes de tomar esta 
medida, a los hijos que tuvieran suficiente juicio y, en todo caso, a los que fueran mayores de doce años.  

Artículo 160.  

Los progenitores, aunque no ejerzan la patria potestad, tienen el derecho de relacionarse con sus hijos 
menores, excepto con los adoptados por otro o conforme a lo dispuesto en resolución judicial. (Párrafo 
modificado por Ley 13/2005, de 1 de julio)  

No podrán impedirse sin justa causa las relaciones personales del hijo con sus abuelos y otros parientes y 
allegados. 
En caso de oposición, el juez, a petición del menor, abuelos, parientes o allegados, resolverá atendidas las 
circunstancias. (Párrafo modificado por la Ley 42/2003, de 21 de noviembre).  

Especialmente deberá asegurar que las medidas que se puedan fijar para favorecer las relaciones entre 
abuelos y nietos, no faculten la infracción de las resoluciones judiciales que restrinjan o suspendan las 
relaciones de los menores con alguno de sus progenitores. (Párrafo modificado por la Ley 42/2003, de 21 
de noviembre).  

Artículo 161. (Artículo modificado por la Ley 42/2003, de 21 de noviembre).  

Tratándose del menor acogido, el derecho que a sus padres, abuelos y demás parientes corresponde para 
visitarle y relacionarse con él, podrá ser regulado o suspendido por el juez, atendidas las circunstancias y el 
interés del menor.  

 

 

 

 


